El PP nos sube los impuestos

La reciente decisión del Consejo de Política Fiscal y Financiera de subir los impuestos de la gasolina y el alcohol y abrir la puerta a un aumento del impuesto de matriculación nos hace dudar, cuanto menos, sobre cual es la posición del Partido Popular en una cuestión tan importante como los impuestos que pagan los ciudadanos. A esto hay que unir la subida de los módulos, en un 4,8%, para los pequeños empresarios que tributan en esta modalidad (más de dos millones). Por lo general los partidos conservadores y, en general, aquellos que podrían calificarse de liberales en materia económica, tienden a favorecer reducciones de los impuestos en la creencia de que este mecanismo consigue que aumente la inversión empresarial y reduce los desincentivos para trabajar de los individuos que tienen elevados ingresos. Obviamente también consideran esta alternativa como una opción para ganar votos dado que las reducciones de impuestos son muy populares entre la ciudadanía. De hecho el Partido Popular ya ha llevado a cabo una reducción del impuesto sobre la renta como se comprometió en su programa electoral. Se espera que en el próximo año cristalice una nueva reducción del IRPF. 

Entonces, ¿cómo hay que interpretar este aumento de los impuestos indirectos sobre la gasolina, el alcohol y la matriculación de vehículos? Es difícil dar una explicación a este comportamiento si pensamos sólo en términos de la contradicción que supone bajar unos impuestos y subir otros. Lo lógico es estar a favor o en contra de aumentar la presión fiscal y que las actuaciones sean coherentes con la posición adoptada. La excusa de que la recaudación estará vinculada al pago de los gastos sanitarios es sólo eso: una excusa.

Para entender este sube y baja de los impuestos hay que reflexionar sobre las características de los impuestos que suben y los que bajan. El Partido Popular está bajando los impuestos directos, que son los únicos que tienen una cierta progresividad (pagan proporcionalmente más quienes más tienen), y está aumentado los impuestos indirectos (todos pagan proporcionalmente lo mismo con independencia de la renta). Si esto es así lo que se consigue es hacer el sistema impositivo todavía más injusto de lo que es en la actualidad. Es cierto que la progresividad en el impuesto sobre la renta es excesiva en los tramos superiores, donde para rentas y salarios altos se puede llegar a pagar casi la mitad de las últimas pesetas ganadas. Sin embargo la solución no es reducir los impuestos directos y centrarse en los indirectos pues esto no hace más que aumentar la injusticia. El principio de que cada uno debe contribuir en función de su capacidad de pago es básico para un sistema tributario justo.

Es también cierto que los impuestos indirectos son más fáciles de recaudar que los impuestos directos. Pero de nuevo este hecho no es excusa para aumentar los impuestos indirectos. Lo que hay que hacer es luchar contra las bolsas de fraude que, además, se concentran precisamente en aquellos ciudadanos que tienen mayor poder adquisitivo. Y para conseguir esto hay que predicar con el ejemplo. No parece que sea un buen ejemplo la forma en la que declaran a Hacienda la señora Valiente ni el señor Ramallo. Y menos cuando un notario de los más afamados de Madrid dice que no hace declaración de patrimonio dado que su patrimonio acumulado durante sus muchos años de ejercicio no alcanza el mínimo. ¡Un poco de seriedad! No sería de extrañar que todos aquellos empresarios pequeños y medianos que declaran por el Impuesto de Patrimonio decidieran dejar de hacerlo utilizando cualquier procedimiento de los muchos existentes. Lo mismo podría pasar con los trabajadores por cuenta ajena. Si un notario no paga, ¿Por qué tengo que pagar yo?  

Sería comprensible, aunque quizás no se comparta desde un punto de justicia distributiva, que el Partido Popular bajara el impuesto sobre la renta en base a un supuesto efecto desincentivador del trabajo cuando el tipo impositivo es alto. Sin embargo los ejemplos de funcionarios sospechosos de fraude fiscal (no olvidemos que la señora Valiente es inspectora de hacienda) hacen que se pierda cada vez más la confianza en la justicia del sistema impositivo y que cada vez más gente entienda que defraudar a la Hacienda pública no es tan grave pues todo el mundo lo hace. Y tendrán razón al pensarlo pues buceando un poco en el pasado es fácil recordar que Mario Conde, cuando era el presidente de Banesto, declaraba ganar 11 millones de pesetas al año;  Roldan declaraba todos los años pérdidas de unos inexistentes campos de frutales; y Mariano Rubio fue capaz de esconder a la Hacienda pública más de 100 millones de pesetas siendo presidente del Banco de España. 

Por tanto llueve sobre mojado. Si ni los funcionarios al servicio del Estado dan ejemplo ¿Cómo se puede exigir al resto de los ciudadanos que cumplan con sus obligaciones tributarias? Los malos ejemplos, como los de Valiente y Ramallo, hacen que cada vez sea más difícil evitar el fraude fiscal y sea más necesario acudir a impuestos más injustos (los indirectos como el impuesto sobre la gasolina) para aumentar la recaudación. El único consuelo que nos queda en la Comunidad Valenciana después de esta subida de impuestos es que el conseller Rambla ya ha anunciado que no aplicará el recargo de 1,6 pesetas en el año 2002. Es poco pero, en cualquier caso, es mejor que nada.

Las cuentas públicas no cuadran

En el fondo del aumento de los impuestos del PP subyace el mismo origen: las cuentas públicas no cuadran. Y todo a causa de que los ministros de Economía y Hacienda se ha empeñado en anteponer el principio del déficit cero a la lógica económica. Cuando la economía se ralentiza, como es el caso actual, la recaudación impositiva se resiente y esto sucede en todos los países y todas las épocas. Cerrar los ojos a la evidencia (la economía crecerá el año que viene bastante menos que este año) no hará aumentar la recaudación. ¿No sería más fácil reconocer que las previsiones de crecimiento eran demasiado optimistas y ajustarlas a la baja que intentar tapar con esta subida de impuestos el previsible desajuste? Todas las instituciones internacionales, y la propia Comisión Europea, están poniendo en evidencia al gobierno español con unas previsiones de crecimiento para España muy inferiores a las utilizadas en los presupuestos por el ejecutivo español. Sin embargo Montoro y Rato siguen en sus trece y para conseguir el déficit cero recurren a todo tipo de estrategias. La subida de los impuestos indirectos es sólo una de ellas que, a pesar de todo, no será suficiente pues si se cumplen las previsiones de la Unión Europea para España los 160.000 millones de pesetas adicionales que se recaudarán por el aumento de impuestos no serán suficientes para compensar las pérdidas en el IRPF, Sociedades e IVA. Otra opción que utilizarán será la de centrifugar el gasto a través de empresas públicas. Por último siempre queda el superávit de la Seguridad Social para acabar de completar la tarea. Si al final se utilizan estos fondos los jubilados del futuro en lugar de tenerlo gris lo tendrán negro oscuro para cobrar sus pensiones. Y todo por que no se quiere reconocer un principio económico simple y básico: cuando un país se enfrenta a una recesión normalmente acaba con un déficit público. Países que odian tanto el déficit público como Estados Unidos o Japón no tienen inconveniente en incurrir en el mismo cuando la situación económica general así lo requiere. Pero ya se sabe que en España siempre somos más papistas que el Papa.

